Expte. Nº 42302 “BANCO DE LA PCIA.  DE BS. AS. C/ RICO GUS​TAVO RAUL S/ Cobro Ejecutivo”

Nro. de Orden: 27.-

Libro de Sentencias: 49

/NIN, a los 26 días del mes de febrero del año dos mil ocho, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores Jueces  de  la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín Doctores JUAN JOSE GUARDIOLA, RICAR​DO MANUEL CASTRO DURAN Y  PATRICIO GUSTAVO  ROSAS, en causa Nº 42302 caratulada: "BANCO DE LA PCIA. DE  BS. AS. C/ RICO GUSTAVO RAUL S/ Cobro Ejecutivo", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, 
Doctores: Castro Durán, Rosas, Guardiola.-

               La Cámara planteó las siguientes cues​tiones:

               1a.-  ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

               2a.-  ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA  PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo:

               A fs. 157/161 el Sr. Juez de primera instancia dicta sentencia, por la que, acogiendo la ex​cepción de inhabilidad de título opuesta por Gustavo Raúl Rico, rechaza  la demanda promovida en su contra por el Banco de la Provincia de Buenos Aires. Impone las costas a la parte actora y regula los honorarios de los profesionales intervinientes en autos.

               De tal modo, rechaza la pretensión eje​cutiva sustentada en el certificado de saldo deudor  de la cuenta corriente bancaria de titularidad del accio​nado.

               Considera inhábil al título base de la ejecución, valorando que, según surge de la pericia contable practicada en autos, en la cuenta corriente se debitaban importes correspondientes a operaciones  rea​lizadas con la tarjeta de crédito Visa, sin que el ac​cionado haya conferido autorización expresa al efecto.

               Finalmente, previa cita de precedentes jurisprudenciales, sostiene que la entidad actora no ha probado la recepción por parte del demandado de la car​ta documento a través de la cual se le notifica el cierre de la cuenta.

               Contra este pronunciamiento, la Dra. Ma​ría Marcela Pelegrín, en su carácter de apoderada del Banco de la Provincia de Buenos Aires, interpone apela​ción a fs. 165.

               Concedido en relación dicho recurso, la apelante presenta el correspondiente memorial a fs. 166/167. Allí afirma que el "a quo" ignoró que quedó acreditado que el demandado libraba cheques contra la cuenta corriente, lo que demuestra que la misma no fue abierta exclusivamente  para  debitar los saldos de la tarjeta. Además, agrega que ese proceder implica la au​torización tácita del cliente para tales débitos y que el demandado tampoco se disconformó con la remisión pe​riódica de los informes del saldo de la cuenta corrien​te.

               Continúa diciendo que el accionado no negó haber recepcionado la intimación de pago ni la no​tificación del cierre de la cuenta, para rematar argu​mentando que cuando el banco abona a los comercios los consumos del usuario de la tarjeta y debita los montos en la cuenta corriente, se produce una novación de la obligación que deja de ser una deuda por el sistema de la tarjeta de crédito para pasar a conformar el saldo deudor de la cuenta, sin que quepa discriminar los di​versos rubros que lo componen.

               A fs. 169/vta. luce la contestación efectuada por el demandado ante el traslado que le fue​ra corrido del reseñado memorial, en la que solicita la confirmación de la sentencia apelada; luego de lo cual, se dispuso el llamamiento de autos para sentencia.

               En tarea decisoria, comienzo por señalar que, en mi opinión, de un análisis sistemático de  las disposiciones de la Ley 25.065, surge la  imposibilidad de erigir un título ejecutivo completo por deudas gene​radas a raíz de la utilización del sistema de la tarje​ta de crédito.

               Para arribar a tal conclusión, asigno decisiva relevancia a lo normado por el inc. h (origi​nalmente vetado por el Poder Ejecutivo pero posterior​mente confirmado por el Congreso en los términos del art. 83 de la Const. Nac.) del art. 14, que categórica​mente declara la nulidad de las cláusulas contractuales que permitan la habilitación directa de la vía ejecuti​va para el cobro de deudas originadas por el uso de la tarjeta de crédito.

               Asimismo, vale recalcar que dicho cuerpo legal otorga a la entidad emisora de la tarjeta, la po​sibilidad de exigir la satisfacción de sus créditos me​diante la preparación de la vía ejecutiva (art. 39), o en su defecto, a través de la acción ordinaria (art. 41).

               Entonces, si se admitiera la habilidad de un certificado de saldo deudor de cuenta corriente bancaria conformado con débitos provenientes del uso de la  tarjeta de crédito por parte del cuentacorrentista, se desvirtuaría el procedimiento previsto por  la  ley, posibilitando al emisor eludir la exigida preparación de la vía ejecutiva (que requiere -entre  otros  recau​dos- el acompañamiento del contrato de emisión de tar​jeta de crédito y del resumen de cuenta instrumentados en legal forma), brindándole un sencillo mecanismo para accionar ejecutivamente en forma directa.

               También, de esa manera quedaría obstacu​lizado el eficaz ejercicio de la facultad de  impugnar los resúmenes mensuales de operaciones (arts. 26 y ss.).

               No dejo de advertir que el art. 42 de la Ley 25.065 veda la vía ejecutiva directa, sólo  cuando los débitos generados en el sistema de tarjeta de crédito se asienten en cuentas corrientes abiertas exclu​sivamente a tal fin. 

               Sin embargo, entiendo que una interpre​tación en sentido contrario al tenor literal de dicha 

norma, por la que se admitiera la habilidad de certifi​cados de saldo deudor de cuentas  corrientes  bancarias operativas que también incluyan deudas por la  utiliza​ción de la tarjeta de crédito, desvirtuaría -como dije anteriormente- el procedimiento legal, diluyendo las garantías establecidas en favor del usuario. 

               Por  otro  lado,  considero  que  la Ley 25.065 prevalece sobre el art. 793 del Código de Comer​cio, cuyo cuarto párrafo autoriza, convención expresa mediante,  el débito en la cuenta corriente bancaria de importes generados en operaciones distintas al libra​miento de cheques.

               Así lo entiendo, en primer lugar, porque la Ley 25.065 regula específicamente el sistema de tar​jeta de crédito, mientras que el art. 793 alude genéricamente a "otras relaciones jurídicas entre el cliente y el girado" ajenas al servicio de cheques. 

               Además, ante el carácter de orden públi​co de la regulación legal de la tarjeta de crédito (art. 57), resulta irrelevante la convención entre ban​co y cliente exigida por el art. 793 del Código de Co​mercio, para validar los asientos en la cuenta corrien​te de débitos derivados de operaciones  extrañas a su régimen; puesto que, a tenor de lo prescripto por el art. 21 del Código Civil, la normativa que ostenta tal carácter, impone una valla a la derogación convencional de sus disposiciones. 

               En  consecuencia,  entre las operaciones distintas del libramiento de cheques que son debitables en una cuenta corriente bancaria, no están comprendidas las relativas a la tarjeta de crédito.

               Por último, cabe hacer notar que el cri​terio que propongo adoptar en este voto, ha sido  enar​bolado doctrinariamente por Martín E. Paoloantonio, quien sostiene que "a) La ejecución directa con base en el certificado de saldo deudor de cuenta corriente (art. 793  Cód. Com.) convierte en letra muerta todo el procedimiento de impugnación de la cuenta o resumen (arts. 26 y ss. LTC); b) la ejecución directa elude el procedimiento de preparación de la vía ejecutiva, el que comparte el carácter de orden público de la LTC." (ver "Régimen legal de la tarjeta de crédito",  pág. 133).

               Jurisprudencialmente, también ha sido expuesto por la Sala 2º de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de San Martín, cuando sentenció que "La fidelidad misma a los principios y disposiciones de orden público que rigen actualmente el sistema de tar​jetas de crédito y la necesidad de una hermenéutica que les brinde operatividad, evitando  que en la práctica queden corrompidos o socavados, imponen: a) reconocer la vías establecidas en los artículos 39 y  siguientes de la ley (preparación de la vía ejecutiva o acción or​dinaria) como únicas posibles para reclamar obligacio​nes que el titular de la tarjeta adeude al emisor; b) desconocer aptitud ejecutiva al certificado de saldo deudor en cuenta corriente bancaria, expedido en los términos del art. 793 del Código de Comercio, cuando su saldo incorpore acreencias comprendidas en el  sistema regulado por la ley 25.065, aún cuando la cuenta en cuesti¢n no haya sido abierta exclusivamente para debi​tar saldos que reconozcan ese origen" (sent. del 14-12-2004, Sumario Juba B2003115).

               Con esta misma orientación se expidió la Sala 1º de la Cámara 1º de Mar del  Plata, al  decidir que "El título que se ejecuta resulta inhábil en tanto se ha incluido en el saldo deudor de la cuenta corrien​te bancaria la deuda derivada por el uso de tarjetas de crédito, y aún en el caso de que dicha cuenta no  haya sido abierta con ese fin exclusivo (art. 42 Ley 25.065), por cuanto se genera de este modo un título para la ejecución que omite los requisitos de la ley de orden  público"  (sent.  del  21-12-2006,  Sumario Juba B1353318).

               Por todo lo expuesto, estando suficien​temente acreditado con el dictamen pericial contable 

presentado en autos que han sido debitados importes provenientes de operaciones realizadas con  tarjeta de crédito en la cuenta corriente cuyo saldo deudor se pretende ejecutar (art. 474 C.P.C., ver resp. al punto b fs.130vta.) -extremo que, por otro lado, no ha sido negado por la ejecutante-; propongo al acuerdo: recha​zar la apelación en tratamiento, con costas a la recu​rrente (art. 68 C.P.C.).

ASI LO VOTO.

A LA MISMA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr.  Rosas, dijo:

               Que se adhiere y hace suyos todos los conceptos doctrinales y legales dados por el  Señor Juez preopinante en primer término, Dr. Castro Durán votando en consecuencia, en el mismo sentido.

ASI LO VOTO.-

TAMBIEN A  LA MISMA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr. Guardiola, dijo:
               Empecemos por hacer un poco de historia.

               Hasta la sanción de la ley 25.065 ardua fue la discusión, entre otros aspectos de las tarjetas de crédito, relativa a la apertura de cuentas corrien​tes "no operativas" (destinadas sólo a  debitar saldos deudores y ejecutarlos de acuerdo al art. 793  C. Comer​cio).

               Como reseñan Caputo y Cárrega ("Algunas cuestiones procesales en la ley  25.065"  JA  2000-III-899) "El debate giró en torno de la procedencia legal de la apertura de dichas cuentas  corrientes. Y la ju​risprudencia no fue pacífica sobre el asunto: algún fa​llo admitió la procedencia de la emisión de certifica​dos de saldo deudor en cuentas corrientes bancarias "no operativas" y otros juzgaron lo contrario" 

               El  art.42 de la ley referida puso fin a la discusión vedando expresamente -en defensa de los usuarios- la ejecución de saldos deudores de tarjetas de crédito existentes en cuentas corrientes  bancarias no operativas. Doctrinariamente se han considerado en​cuadrables dentro de esa prohibición aquellos casos en que el titular usuario de la tarjeta tuvo la posibili​dad de utilizar el servicio de caja propio de la cuenta corriente, siempre que no haya ejercido ese  derecho o pueda advertirse que esa apertura de cuenta era condi​ción o integraba un "paquete" de servicios ofrecidos 

indisolublemente (Barbieri Pablo  "Cuenta corriente bancaria y tarjeta de crédito ¨ fin del debate?" en JA to.  cit.  p.  893). Pero nada dice para el supuesto en que el saldo de tarjetas de créditos sea transferido a cuentas corrientes plenamente operativas. 

               Una primera respuesta, teniendo en cuen​ta que tanto el art. 793 del Código de Comercio (con​forme e  cuarto párrafo incorporado por la ley 24.452 "Se autorizarán débitos correspondientes a otras rela​ciones jurídicas -diferentes al libramiento de cheques- entre el cliente y el girado cuando exista convención expresa formalizada en los casos y con los recaudos que previamente autorice el Banco Central de la República Argentina") como las normas Opasi II modificadas (se suprimió el apartado 1.1.1.1.4, párrafo 2do. de la Co​municación "A" 2329 que disponía "no podrá generar saldo  deudor -aún cuando el cliente hubiere prestado su conformidad- el débito de importes correspondientes a operaciones instrumentadas mediante títulos que en sí mismos no posean fuerza ejecutiva") permiten esa opera​toria, determina la habilidad ejecutiva directa del certificado respectivo.

               Enrolados en esa tesis aún mayoritaria podemos citar a: Eduardo Barreira Delfino, "Título eje​cutivo para la tarjeta de crédito", ED 181-1325 (" El calificativo de "exclusivamente" permite deducir váli​damente que las cuentas corrientes bancarias operativas no quedan alcanzadas por la prohibición señalada...de modo que si entre emisor y usuario se ha convenido en legal forma debitar en cuenta corriente bancaria los importes de los resúmenes de operaciones de la tarjeta de crédito, el cobro ejecutivo directo es perfectamente viable"); Delinda Solange Tellechea en Código de Co​mercio de Rouillon-Alonso ed. La Ley To. II p. 403 ("Al presente, toda cuenta corriente bancaria lleva  insito el servicio de cheques, de modo que si entre emisor y usuario se ha convenido en legal forma debitar en la cuenta corriente los importes de los resúmenes de la tarjeta, el cobro ejecutivo es perfectamente viable") ; Mariel A Rodríguez Ocampo, "Títulos ejecutivos autocre​ados" en La Ley 2006-A, 1249 (" Los ya casi tradiciona​les cuestionamientos formulados en la práctica tribuna​licia apuntan porfiadamente a rebatir la habilidad del título acusando la inexactitud de su contenido o la in​cursión en abusos por parte del emisor en oportunidad de establecer los intereses a computarse, introduciendo así, soslayadamente, un debate que excede el recortado marco cognoscitivo propio  del  juicio ejecutivo y que bien pueden  ser objeto de agudo debate y prueba en el ámbito del proceso ordinario posterior. Alegando el de​recho de  defensa  es  puesto  de manifiesto un intento permanente por escabullirse de los términos implacables de la ejecución trayendo a la controversia el examen de la causa de la obligación en un inconfundible esfuerzo dilatorio a través de la distorsión del trámite ejecu​tivo. Es profusa la jurisprudencia que se expide por la negativa a  la  procedencia de la inhabilidad de título opuesta por los demandados") con cita de la C N Com., sa​la C, 26/11/2004, "Banco Itaú Buen  Ayre  c.  Autalan, Silvina V.", LA LEY, 04/07/2005, p. 8, 44.880-S ("Debe reconocerse fuerza  ejecutiva al saldo deudor originado por una cuenta corriente bancaria que incluía el servi​cio de cheque, y de cuyo contrato de apertura surge que el  usuario autorizó expresamente la realización de débitos por operaciones de tarjeta de crédito."); Ale​jandro Drucaroff Aguiar, " Ejecución de saldo de cuenta corriente bancaria: defensas oponibles y capitalización de intereses" en La Ley 2005-D, 869, comentando el fa​llo de la C.N. Com Sala C 24/5/2005 " BBVA Banco Francés c. Paz,  Maria E." (" tal defensa debe restringirse exclu​sivamente a la demostración de la  existencia  de  una cuenta corriente "no operativa" abierta sólo a fin de debitar los saldos de tarjeta de crédito" y señalando en nota nº 7:" La jurisprudencia ha ratificado la  vali​dez del acuerdo prestado por el cliente para el débito de los saldos de tarjetas de crédito en sus cuentas co​rrientes, en tanto las mismas no se hayan abierto espe​cíficamente a ese fin, haciendo mérito de la reforma al 

art. 793 del Código de Comercio introducida por Ley 24452. Entre otros: CNCom. "Lloyds Bank (BLSA) Ltd. C. Soler, Sergio s/ejec.", Mag.: Arecha - Guerrero - Ramírez, 21/03/1996; CNCom., sala B, "Banco Río de la Plata S.A. c. Esposti, Ruben Horacio y otro s/ejec." - Mag.: Piaggi - Butty - Díaz Cordero, 31/08/2000; CNCom., sala D, "Banco De La Provincia De Buenos Aires c. Kisman, Rubén y  otro  s/  ejec."  Mag.:  Rotman - Cuartero, 06/03/2001."); José María Curá, "Una nueva  fragmenta​

ción del derecho vigente?: Ahora el sistema de tarjeta de crédito"  en La Ley 2001-A, 1111 (
" Por lo demás, en la gran mayoría de los casos, cuando el sistema es ad​ministrado por una entidad bancaria, el contrato de tarjeta de crédito se integra a un plexo contractual de donde resulta que el saldo deudor se debita de la cuen​ta corriente bancaria, siendo entonces factible su co​bro por vía de la emisión de certificado de saldo deu​dor en los términos del Cód. Com., 793"); implícitamen​te el plenario (y expresamente a la minoría conformada por los Dres. Rotman, Arecha, Cuartero, Guerrero y Ramírez) de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comer​cial "Compañía Financiera Argentina  S.A. c. Ravazza, Jorge S. y otro" del 17/6/2003 publ. en La Ley  2003-D, 535 ("El tema materia de esta convocatoria ha quedado resuelto positivamente por la ley 25.065"); Cám. de Apel. Civ y Com. Sala I de Azul " Banco Río de La Plata SA c. Libertino  Manuel s/ Cobro Ejecutivo", causa 41.350 del 23/05/00; C C y C Sala2  de  San  Isidro  94558 RSI-1059-3  I 4-11-2003 JUBA B1750789 " Banco Río de la Plata S.A. c/ Ares, Alberto s/ Ejecutivo" ("Si bien es cierto que el art. 42 de la ley 25065 (de  acuerdo al art. 12 inc. "h") veda el cobro ejecutivo directo del saldo deudor en cuenta corriente por el uso de la tar​jeta de crédito, contemplando a tal efecto la prepara​ción de la vía ejecutiva (arts. 38 y 39), no lo es me​nos que de conformidad a la citada norma, tal situación se prevé sólo para aquellos supuestos en que la cuenta corriente se hubiera abierto exclusivamente a ese fin" voto Dr. Krause); C C y C Sala2 de La Matanza 457 RSI-149-3  I 14-10-2003 JUBA B3400460 ("Es primordial el carácter operativo o no de la cuenta corriente, pues de con​formidad a la propia ley (art. 42) los saldos de tarje​tas de créditos existentes en cuentas corrientes abier​tas a ese fin exclusivo, no serán susceptibles de cobro ejecutivo directo" voto Dr. Rodríguez); C C y C de Perga​mino, C 3942 RSD-105-1 S 18-9-2001 JUBA B2801076 ("La práctica por la cual se debitan los gastos provenientes del uso de tarjeta de crédito en la cuenta corriente bancaria del deudor, no supone la desnaturalización de este instituto ni obsta a la habilidad del certificado de saldo deudor emitido en consecuencia, pues la ampli​tud del art 791 del C. de Com. permite aprehender, dentro de este típico contrato bancario, las diversas operaciones de crédito nacidas del acuerdo libre de vo​luntades entre el cliente y el banco (arts. 1137 y 1197 del C. C.)" voto del Dr. Gesteira) y Darío Núñez  "Eje​cución de saldo de cuenta corriente bancaria" en RDPC 2005-3 p. 162/164 ("...cuando se trata de una cuenta corriente bancaria abierta con otra finalidad adicio​nal, además de la de debitar pasivos provenientes del uso de las tarjetas de crédito (cuentas no exclusivas) debería permitirse la ejecución directa de los  mismos (es decir sin necesidad de la preparación previa de la vía) en los términos del artículo 793 del Código de Co​mercio"). Participa también de esta opinión el Dr. Bar​bieri en su trabajo ya citado, aunque -habida cuenta el carácter de orden público que impregna la ley  25065- propiciando independientemente del tipo de procedimien​to que se utilice para el cobro del saldo la viabilidad 

del análisis de ciertas cuestiones  vgr.  imposibilidad de capitalizar intereses.

               En sentido contrario a ese criterio, se dió una respuesta negativa a su habilidad, a partir de 

la  opinión de Martín E. Paolantonio en su obra del año 1999  "Régimen legal de la tarjeta de crédito" p. 132/133, en la cual se objetaba la interpretación a contrario sensu del art. 42 con sustento en lo dispues​to por los arts. 14 inc. h de LTC y 37  ley  24240,  ya que por esa vía elípticamente se  convertía en letra muerta el procedimiento de cobro consagrado imperativa​mente. 

               Así, este tribunal a través de mi voto con la adhesión de los Dres. Rosas y Brignardello, en 

expte. Nº 38740 "BCO. PCIA. DE BS. AS. C/ GAUTE MARIA MANUELA S/ Cobro Ejecutivo" reg. LS 44 nº 561 en sen​tencia del 21 de octubre de 2003, expresó (para reafir​mar la improcedencia de la vía ante un caso en el cual también se verificaba la falta de demostración de con​sentimiento expreso): "... Por otra parte y lo que es decisorio, dicha regulación hasta por una cuestión de jerarquía normativa debe interpretarse en forma armóni​ca con las previsiones de la ley 25065 que establece el régimen de la tarjeta de crédito.

               El art. 42 de ésta veda el cobro ejecu​tivo directo de los saldos provenientes de su uso por  

vía de cuenta corriente abierta a ese fin exclusivo (que no merece ser llamada as¡ al no incorporar el pac​to de cheque, y que prima facie sería el caso de autos "Si la acción se promueve en base a un certificado de saldo deudor de cuenta corriente bancaria en los térmi​nos del art. 793, 3º párrafo del Código de Comercio y los ejecutados niegan la deuda, planteando la excepción de inhabilidad  de título fundada en que no se trata de una cuenta corriente operativa, sino que la reclamación proviene de la utilización de un servicio de tarjeta de crédito, cuya circunstancia es reconocida por la accio​nante, es  procedente la excepción mencionada"  JUBA B1401111 CC0102 MP 93721 RSI-164-95 I 14-3-1995), sien​do tal prohibición extensiva, por concurrir las mismas razones, cuando a tal efecto se utiliza una operativa. 

                Ello por cuanto " a) La ejecución direc​ta con base en el certificado de saldo deudor de cuenta corriente (art. 793 Cod Com) convierte en letra muerta todo el procedimiento de impugnación de la cuenta o re​sumen (arts. 26 y ss LTC) b) la ejecución directa elude el procedimiento de preparación de la vía ejecutiva, el que comparte el carácter de orden público de la LTC (art. 57 LTC)  De allí que, tal como lo señalamos al analizar  el art. 14 LTC( el inciso h del mismo, apun​to, sanciona con nulidad la cláusula que permita la ha​bilitación directa de la vía ejecutiva  por  cobro  de deudas que  tengan  origen en el sistema de tarjetas de crédito) la cláusula que autorice el débito y- expresa 

o implícitamente- la ejecución posterior del saldo ha de considerarse nula por contrariar las disposiciones de la LTC y por su carácter abusivo (arts. 3 y 14 LTC y 37 L. D. C.)"  (Paolantonio " Régimen legal de la Tarjeta de Crédito" p. 132/133).

               "Procede la excepción de inhabilidad de título opuesta en la ejecución de un certificado de 

saldo deudor de cuenta corriente bancaria cuando, -como en el caso-, se verifica que el ejecutante no contro​virtió la afirmación efectuada por el excepcionante en orden a que en la cuenta se debitaron los gastos gene​rados por el uso de una tarjeta de crédito" (C. Nac. Com., sala  A, 19/11/2002, - BBVA BANCO FRANCES S.A. v. PALMERIO, OSCAR ANIBAL s/ EJECUTIVO ).

               La atribución conferida a los bancos de crear su propio título ejecutivo no puede llevarse al 

extremo  de permitirles que encubriendo la realidad negocial al amparo de las apariencias del título sirva para omitir el procedimiento de la preparación de la vía ejecutiva, establecida en garantía de los usuarios del sistema  del tarjeta de crédito para permitirles el reconocimiento del contrato y del resumen ceñido a la existencia de la deuda, su cuantía y su exigibilidad  (título III, arts. 39 y sgtes.)....."

               A esa misma línea adscriben Boquín G.  F y Ceratti J.L. en "Tarjeta de crédito y cuenta corrien​te bancaria", ponencia Nº 5 del "Libro de ponencias del "XXXIX Encuentro de Institutos de Derecho Comercial de la Provincia de Buenos Aires", Lomas de Zamora, 13 y 14 de mayo de 2.004, págs. 51/54 , y los fallos de la Sala II de la Cám. Civ y Com. de San Martín del año 2004 y de la Sala I de la C m. Civ y Com. de Mar  del  Plata  del año 2006 citados por mi colega sufragante en primer 

término. 

               Sin renegar de esa postura, un reexamen de la cuestión en esta nueva oportunidad me  lleva a procurar una interpretación integrativa de las dos nor​mas (art. 793 Cód. Com y ley 25.065) que no conduzca al sacrificio innecesario de alguna de ellas. En otras pa​labras, que conjugue por un lado la necesidad de pre​servar una vía ágil para el recupero de los saldos mo​rosos sin estancarse  en un proteccionismo excesivo y por el otro asegurar por el principio del favor debilis que el procedimiento no se convierta en instrumento pa​ra enervar los legítimos derechos del usuario del  ser​vicio ( vgr. violar la limitación en las tasas de inte​reses, cobrar cargos y gastos no autorizados, capitali​zar intereses punitorios).

               Al respecto, aleccionadoras y merecedo​ras de seguimiento considero las reflexiones de Roberto Alfredo Muguillo en su trabajo "La ejecución de saldos deudores de tarjetas de crédito y los certificados de saldo deudor en cuenta corriente bancaria. Interacción y necesaria complementación de las normas del Código de Comercio, del Código Civil y la ley  25.065"  publicado en la ya mencionada Revista de Derecho Privado y Comu​nitario p. 165/185, que estimo útil parcialmente trans​cribir.

               Señala este autor que "la disposición del artículo 793 del Código de Comercio ha quedado  mo​dificada en dos aspectos por la ley 25.065. Por un lado en un aspecto que hace a su límites y contenido, y por otro lado en el aspecto formal de la emisión misma  del certificado".

               Indica como límite el deber de absten​ción por parte de la entidad emisora o financiera de 

efectuar el débito cuando se dan circunstancias  gober​nadas por los  arts. 1907 y 1908 del Código Civil, es decir en cuentas corrientes sin fondos suficientes, ex​cepto cuando con anterioridad exista un acuerdo o auto​rización de giro en descubierto y como contenido el he​cho de que no estando ante supuesto de novación "deber necesaria y legalmente respetar las condiciones pacta​das en cada relación jurídica al efectivizar el débito, sin alterar las obligaciones tal como fueron asumidas o se hallan reguladas. Así, entonces, los intereses (com​pensatorios y punitorios) que se apliquen al total  del resumen adeudado deberán liquidarse de conformidad a las pautas expresas de los artículos 16 y 18 de la  ley 25.065, aunque se debiten en la cuenta corriente banca​ria y, además, los mismos no  podrán capitalizarse de conformidad a lo dispuesto por los arts. 18 in fine y 23 inciso ñ de la misma norma legal".

               Y en lo que aquí básicamente interesa, relativo al aspecto formal sostiene "que cuando se tra​te de la ejecución de certificados de saldos deudores en cuentas corrientes bancarias, cuentas en las que se ha efectuado el débito de operaciones instrumentadas en tarjetas de crédito, deber el certificado contener ne​cesariamente la mención expresa y aclaratoria en tal sentido, precisando los  montos correspondientes a la cuenta corriente bancaria propiamente dicha y aquellos correspondientes al saldo adeudado por los resúmenes de la tarjeta de crédito, discriminando adecuadamente los intereses, tasa y monto, sin capitalizar los mismos. Eventualmente, podrá la entidad utilizar el certificado para declarar la inexistencia de reclamo privado alguno en trámite,  inexistencia de denuncia de extravío de tarjeta previo al débito y, consecuentemente, los sal​dos adecuadamente discriminados de una y otra relación jurídica. Es que el juego de las normas de la  ley 25.065  imponen  en  defensa  del  usuario la necesaria transparencia del título, caso contrario, por un simple recaudo instrumental incorporado a una norma de carác​ter privado en exclusivo beneficio de las entidades fi​nancieras (art. 793 Cód. Com), se burlaría toda la pro​tección legal de  orden público en perjuicio de los usuarios del sistema. Entendemos esto así, en virtud de que la facilidad otorgada por el artículo 42, no deroga las obligaciones informativas de los artículos 4º y es​pecíficamente del 36 de la ley 24.240, ni excusa la de​claración - que hace al conocimiento de la contraparte y del tribunal- que impone el artículo 39 (segunda par​te, segundos incisos a y b); de lo contrario, se  esta​ría validando indebidamente la directa aplicación de una norma de orden privado (art. 793 Cód. Com.) por so​bre normas de orden público y violando un deber infor​mativo que reconoce además respaldo constitucional en los artículos 42 y 43 de la CNA. Pero, fundamentalmen​te,  la interpretación propiciada importar  proteger al usuario de la ilegítima liquidación global de intereses y su capitalización que, costumbre en la operatoria normal de la cuenta corriente, se encuentran prohibidos para el sistema de tarjeta de crédito. Consecuentemen​te, ello impone la interpretación integrativa de las tres normas (Cód. Com., leyes 24.240 y 25.065) ya que como  dijimos los beneficios que conceden las normas de orden público son irrenunciables y, por ende, inmodifi​cables por normas que carezcan de ese carácter. Final​mente de no propiciarse este criterio que sustentamos, se verían violentados los derechos adquiridos por usua​rios  que tempestivamente impugnaron resúmenes y no recibieron adecuada respuesta por la entidad emisora o financiera, pues ello implica a la luz de la  normativa vigente un reconocimiento de la inhabilidad de los créditos debitados en el resumen e impugnados por el usua​rio en ejercicio de su derecho  de  conformidad  a  los términos de los artículos 26 y siguientes de la ley 25.065" (el subrayado me pertenece) 

               Se evita también de esta forma, agrego, caer en el ritualismo de ordenar la preparación de la vía ejecutiva conforme lo establece el art. 39 LTC cuando se encuentra satisfecha acabadamente la finali​dad a la cual estaba ordenada.

               Formulada la precedente aclaración sobre la  respuesta que estimo acertada al interrogante sobre la vía ejecutiva directa del certificado de cuenta co​rriente bancaria operativa que incluye débitos prove​nientes del uso de tarjeta de crédito, condicionada en función de la imprescindible autosuficiencia y certi​dumbre que debe brindar el título en cuanto a su conte​nido, no cumpliéndose en el sublite dichos requisitos formales y siendo que por la propia forma de instrumen​tarse a través de un saldo global la aptitud ejecutiva del mismo se encuentra comprometida en su totalidad sin habilitar discriminaciones para su  parcial  recomposi​ción, doy también mi voto POR LA AFIRMATIVA.

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo:

               Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución  Provincial  y 272 del CPCC-, Corresponde: 

Por Unanimidad de decisión y mayoría de fundamentos:

               I)- Rechazar el recurso de apelación in​terpuesto por la parte ejecutante a fs. 165; y en con​

secuencia, confirmar la sentencia de fs. 157/161 (arts. 542 inc. 4º C. P. C.; 14 inc. h, 26, 39 y ccs. Ley 25.065; 21 C. Civil).

               II)- Imponer las costas de Alzada a la apelante (art. 68 C. P. C.), regulando los honorarios  de los letrados intervinientes del siguiente modo: Dr. Ru​bén Agustín Lema en la suma de $ 1200 y Dra. María Mar​cela  Pelegrín en la suma de $ 840 (art. 31 Ley 8904), ambos con más el 10% que fija el art. 12 de la Ley 6716.

ASI LO VOTO.-

               Con lo que se dio por finalizado el pre​sente acuerdo que firman los Señores Jueces  por  ante mí: FDO. DRES: RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA, (Secretaria).- 

//NIN, (BS. AS), 26 de Febrero de 2008.-

               AUTOS Y VISTOS:

               Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso –Artículos 168 de la Constitución provincial y 272 del C. P. C. C.-, SE RESUEL​VE:

Por Unanimidad de decisión y mayoría de fundamen​tos:

               I)- Rechazar el recurso de apelación in​terpuesto por la parte ejecutante a fs. 165; y en con​

secuencia, confirmar la sentencia de fs. 157/161 (arts. 542 inc. 4º C. P. C.; 14 inc. h, 26, 39 y ccs. Ley 25.065; 21 C. Civil).

               II)- Imponer las costas de Alzada a la apelante (art. 68 C. P.  C.), regulando los honorarios de los letrados intervinientes del siguiente modo: Dr. Ru​bén Agustín Lema en la suma de $ 1200 y Dra. María Mar​cela Pelegrín en la suma de $ 840 (art. 31 Ley 8904), ambos con más el 10% que fija el art. 12 de la Ley 6716.

               Regístrese, notifíquese y oportunamente bajen al juzgado de origen.- FDO. DRES: RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA, (Secretaria).- 

